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1. CONSIDERACIONES GENERALES
Las Entidades Locales gozan de la prerrogativa de recuperar por sí
mismas la posesión o tenencia de sus bienes.
Una de las manifestaciones más típicas y tradicionales de la potestad de
autotutela jurídica que el Ordenamiento confiere a la Administración es
el denominado «interdictum proprium» dirigido a la recuperación y res-
tablecimiento de la situación posesoria anterior alterada por un particu-
lar sin necesidad de impetrar la actuación jurisdiccional de los Tribuna-
les, aunque siempre dentro de los límites fijados por el Ordenamiento.
El término interdictwn proprium fue acuñado por primera vez en nues-
tro derecho en el Dictamen del Consejo de Estado n° 5121, de 14 de di-
ciembre de 1949 siendo ponente el joven letrado, hoy maestro insigne,
incluso de insignes maestros y uno de los más preclaros del presente si-
glo. Me refiero, al profesor Eduardo García de Enterría.
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«Término éste que acierta a expresar, como señala el propio García
de Enterría y Tomás Ramón Fernández (1), que la coacción adminis-
trativa se limita aquí a la protección posesoria, por lo que es un in-
terdicto, aunque no un interdicto judicial, sino propio de la Adminis-
tración, utilizable por ella misma, sin asistencia judicial en virtud de
su autotutela».
Sin embargo, se hace preciso señalar que cuando se emite el dicta-
men en 1949 los interdictos administrativo y judicial eran coinci-
dentes en señalar la recuperación posesoria dentro del año; pero a
partir del Reglamento de Bienes de 1955 y ahora con la Ley Regula-
dora de las Bases de Régimen Local no se fija plazo temporal para
la recuperación de los bienes de dominio público, por lo que si bien
estamos ante un interdicto propio de la administración, al haber
perdido su paralelismo con el judicial, cabe hablar en este sentido
de interdicto en cuanto recuperación posesoria, pero impropio en
cuanto no enteramente adecuado al interdicto judicial. En suma in-
terdictum improprium.
El Tribunal Supremo, que reiteradamente venía denominando inter-
dictum proprium a esta potestad de autotutela jurídica, en las últi-
mas sentencias cambia de orientación y utiliza la expresión interdic-
tum improprium.
Entre otras las SS de 8 de febrero de 1990 (Ar. 1003); 22 de febrero de
1991 (Ar. 1532) que nos dice:
«...la normativa señalada autoriza a las Corporaciones Locales,
mediante la actuación del denominado interdicto impropio, a reco-
brar por sí la posesión o tenencia de los terrenos, distinguiendo en-
tre los que son de propios y los que son de dominio público...-»
Y la sentencia de 8 de febrero de 1991 (Ar. 783) que le llama cuasi-in-
terdicto.
«...la prohibición tajante de que en el enjuiciamiento de un acto ad-
ministrativo de naturaleza cuasi-interdictal nos inmiscuyamos en
el campo reservado a la jurisdicción ordinaria, a la que correspon-
de conocer de todas las cuestiones en que se debata el derecho de
propiedad».
(1) GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMAS-RAMON FERNANDEZ: Curso de derecho Adminis-
trativo I. Quinta Edición. Civitas 1989. pág. 760
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La sentencia de 2 de junio de 1986 (Ar. 783) enseña que el «interdictum
proprium» va dirigido a la recuperación y restablecimiento de la situa-
ción posesoria anterior alterada por un particular y atiende a la protec-
ción y defensa de la Administración por sí misma, es decir, sin necesi-
dad de pedir la actuación jurisdiccional de los Tribunales en razón del
interés público cuya tutela incumbe a la Administración.
Castán, al estudiar la posesión transcribe la siguiente definición: «El
ejercicio de hecho de un derecho, independientemente de la considera-
ción de si el derecho pertenece o no a quien lo ejercita, como derecho
suyo» (2), y señala las notas que constituyen el concepto científico de la
posesión: Ia -La posesión implica una relación del hombre con las co-
sas. 2a -Esta relación es de poder o dominación. 3a -Esta dominación es
de hecho, efectiva, sin prejuzgar la cuestión de si lleva consigo también
la titularidad del dominio.
El artículo 82 de la LBRL establece que «Las Entidades Locales gozan,
respecto de sus bienes, de las siguientes prerrogativas:
a) La de recuperar por sí mismas su posesión en cualquier momento
cuando se trate de los de dominio público y, en el plazo de un año, los
patrimoniales» Y en el mismo sentido el artículo 70 del RB.
2. SUJETOS DE LA RELACIÓN
2.1. Administración local
«Corresponde a los Municipios, Provincias e Islas, en todo caso, y a las
demás Entidades Locales de carácter territorial, en el supuesto de que
así lo prevean las leyes de las Comunidades Autónomas,...c) la potestad
de recuperación de oficio (Art. 44 del RB).
Y dentro del Municipio la competencia viene conferida al Pleno. El ar-
tículo 22,2, j) de la LBRL establece que corresponde, en todo caso, al
Pleno las siguientes atribuciones.... «El ejercicio de las acciones admi-
nistrativas y judiciales».
La S. del TS de 14 de febrero de 1989 (Ar. 1170) señala que «el tema de
la competencia para acordar la recuperación posesoria de bienes de las
entidades locales, al no existir un reconocimiento explícito a favor de un
órgano municipal concreto, ha motivado diversas interpretaciones, no
{2) Derecho Civil Tomo II, Editorial Reus. 1951 pág. 366
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siempre coincidentes, si bien la jurisprudencia se ha venido inclinando
mayoritáriamente por la incompetencia del Alcalde para recobrar la pose-
sión, habida cuenta de que ello es facultad privativa de la Corporación
Municipal»...
Ahora bien, el Alcalde puede ejercitar acciones judiciales y administra-
tivas en caso de urgencia. Si se justificase la urgencia y el Pleno ratifi-
case este carácter podría el Alcalde ejercitar la acción recuperatoria
ajustándose al procedimiento.
2.2. Usurpador o perturbador
La acción recuperatoria ha de ejercitarse contra el particular que ha
producido la usurpación del uso o la perturbación.
La sentencia de 3 de octubre de 1984 citada por González Pérez (3), di-
ce «que es necesario acreditar la usurpación de dicha situación poseso-
ria, por parte de cualquiera, que será el sujeto pasivo o demandado en
dicho proceso de naturaleza administrativa y posesoria».
2.3. Denunciante
En el ejercicio de la acción recuperatoria puede surgir la figura del de-
nunciante, toda vez que el procedimiento se puede iniciar, como vere-
mos, por denuncia de los particulares.
Se trata de un acto de particular que se limita a poner unos hechos en
conocimiento de la Administración. Entre los dos supuestos de denun-
cia que señala González Pérez (3), denuncia-deber y denuncia-facultad,
estamos ante este último supuesto que tiene carácter voluntario.
3. OBJETO
3.1. Bienes de dominio público
El artículo 70.1 establece que las Corporaciones Locales podrán recobrar
por sí la tenencia de sus bienes de dominio público en cualquier tiempo.





«Cuando se trate de bienes patrimoniales, el plazo para recobrarlo será
de un año, a contar del día siguiente de la fecha en que se hubiera pro-
ducido la usurpación, y transcurrido ese tiempo procederá la acción
correspondiente ante los Tribunales Ordinarios». (Art. 70.2 del RB).
Creemos que es suficiente durante este plazo haber notificado el acuer-
do resolutorio, que contendrá la orden al perturbador o usurpador pa-
ra que cese en su actuación, conminándole a que deje a la libre disposi-
ción del ente el bien usurpado, tal como prescrito el art. 147 del Regla-
mento de Patrimonio Catalán.
El bien ha de estar perfectamente identificado «Impide la reivindicación
por sí, en el caso de ambigüedad y confusión sobre los linderos, cabida y
determinación de las fincas discutidas, sin pruebas que demuestren la
propiedad o posesión administrativa de los bienes». (S. de 19 de diciem-
bre de 1979). Y la sentencia de 20 de febrero de 1985 enseña que «este
procedimiento requiere una no equívoca constancia de la posesión origi-
naria de los bienes presuntamente usurpados, que habría de acreditarse
documentalmente al acordar la recuperación; cuando no sea así, cuando
los límites aparezcan imprecisos y, por tanto, ...la prueba de la usurpa-
ción sea sólo indiciaría, el procedimiento adecuado es el deslinde».
4. PROCEDIMIENTO
La acción recuperatoria de oficio es una acción privilegiada fruto del
poder exorbitante que a los Entes Locales concede el Derecho adminis-
trativo. Pero esto no quiere decir que la acción pueda ejercitarse de pla-
no. «Para que la reivindicación administrativa sea procedente, precisa
expediente contradictorio con audiencia del interesado», dice copiosísi-
ma jurisprudencia. «Lo incorrecto, enseña la sentencia de 17 de enero
de 1985, es que tal decisión se adopte sin tramitar un verdadero expe-
diente contradictorio, en el que inexcusablente constase el alcance de
la posible extralimitación del particular ... audiencia en todo caso del
interesado... etc.
4.1. Iniciación
Conforme a lo determinado en el artículo 71.1, el ejercicio de la acción
investigadora, podrá acordarse:
1.°. De oficio, por la propia Corporación, a iniciativa, en su caso, de
cualquier otra Administración que, en virtud de los deberes de
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información mutua y colaboración, ponga en su conocimiento
los hechos, actos o circunstancias que sirvan de base al ejercicio
de dicha acción.
2.°. Por denuncia de los particulares, limitándose el denunciante a po-
ner unos hechos en conocimiento de la Administración.
4.2. Instrucción
La Administración ha de desarrollar los actos de instrucción adecuados
para demostrar:
— La posesión administrativa, sin perjuicio de la verdadera naturaleza
de la titularidad dominical.
— Que el uso ha sido perturbado por el administrado contra quien se di-
rige la acción municipal.
Sin embargo, la jurisprudencia es contradictoria en el punto primero.
Hay una corriente jurisprudencial que incluye entre los requisitos para
ejercitar válidamente la acción recuperatoria de los bienes de dominio
público, la titularidad demanial de los mismos.
Entre otras, están las sentencias del TS de 12 de abril de 1984, 30 de
mayo de 1983 y 13 de octubre de 1981, coincidentes en señalar que «es
imprescindible y así lo ha declarado el TS —entre otras, en sentencias
de 3 de abril y 19 de diciembre de 1970— una perfecta demostración
en primer término, de que los bienes que constituyen el objeto de la
pretensión encaminada a recobrar su posesión son de dominio de la
entidad ejercitante».
Este es el criterio mantenido por García de Enterría y Tomás-Ramón
Fernández (4) cuando manifiestan «incluso cuando se trata de bienes de
dominio público, la procedencia de la reivindicación administrativa, aun-
que no sometida a plazo temporal alguno (art. 82 a) LRL) depende de que
conste de modo indudable la titularidad demanial de los bienes usurpa-
dos, ya que, de otro modo, se mantiene la competencia de los Tribunales
ordinarios»....
Sin embargo, otro sector jurisprudencial se apoya en una prueba, bien
«completa y acabada», bien «suficiente», «sin que en modo alguno sea
(4) Ob. cit. pág. 508.
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exhaustiva», pero referida a la posesión administrativa. Y así, la S. del
TS de 3 de junio de 1985 señala que «dada la naturaleza privilegiada y el
carácter estrictamente posesorio de la acción recuperatoria, lo que en
esencia constituye una auténtica acción interdictal, actuada directamente
por la propia autoridad de las Corporaciones Locales, razón por la que
«doctrinalmente se conoce como «interdictum proprium», es evidente que
su ejercicio lícito subordinado a la real existencia de una prueba comple-
ta y acabada que demuestre, en primer lugar la posesión administrativa,
el uso público, sin perjuicio de la verdadera naturaleza de la titularidad y,
en segundo lugar, que tal uso público ha sido perturbado o usurpado por
el administrado contra el que se dirige la acción municipal».
La S. del TS de 9 de mayo de 1989 que nos dice:
«La jurisprudencia de, esta Sala ha sido reiterada en exigir para el
válido ejercicio de las facultades recuperatorias de sus bienes .... la
existencia de una prueba suficiente, más sin que en modo alguno
sea exhaustiva, que demuestre, en primer lugar, la posesión admi-
nistrativa, o uso público, sin perjuicio de la verdadera naturaleza
de la titularidad dominical, y en segundo término, que tales pose-
sión o uso público hayan sido usurpados o perturbados por el ad-
ministrado contra el que la actuación recuperatoria se dirija».
Y la S. del TS de 23 de enero de 1990:
«La naturaleza de los fines a los que están afectados los bienes de do-
minio público justifica un régimen jurídico privilegiado que, en lo
que ahora importa, habilita a la Administración por sí misma y sin
necesidad de acudir a los Tribunales para recuperar su posesión.
La potestad administrativa examinada tiene carácter puramente
posesorio, es decir, por una parte contempla situaciones de hecho
al margen de la titularidad dominical y, por otra, tiende a recuperar
tal posesión dejando imprejuzgado el problema de aquella titulari-
dad a decidir por la jurisdicción civil».
Instruido el expediente, e inmediatamente antes de redactar la propuesta
de resolución —art. 91 de la LAP— se dará audiencia al interesado.
La Constitución Española establece en su artículo 105 que la Ley regula-
rá el procedimiento a través del cual deben producirse los actos adminis-
trativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia al interesado.
La falta de trámite de audiencia al interesado produce la nulidad de ac-
tuaciones si causa indefensión.
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4.3. Terminación
El acuerdo del Pleno de la Corporación pondrá fin al procedimiento,
decidiendo las cuestiones planteadas en el expediente: posesión admi-
nistrativa del bien por el Ente actuante y usurpación o perturbación de
hecho de esa posesión por el particular. El acuerdo será motivado, sin
que se exija un formulismo riguroso, bastando una referencia a los he-
chos y fundamentos de derecho. Al acuerdo se acompañarán los docu-
mentos acreditativos de la posesión, salvo que se trate de repeler usur-
paciones recientes.
El privilegio de la recuperación de oficio habilita a las Corporaciones
Locales —Art. 71.3 del RB— para utilizar todos los medios compulso-
rios legalmente admitidos fundamentalmente la ejecución subsidiaria,
previo apercibimiento, conforme dispone el artículo 102 de la LPA.
«Toda ejecución, como ha afirmado la S. del TC 137/1985 y nos reitera
la reciente S. del TC 160/1991 de 18 de julio, supone la realización de un
derecho previamente declarado en un acto, el cual, a su vez, ha de tener
constancia formal inequívoca, certeza, de su contenido y de destinatario
que dispense de la necesidad de una previa interpretación de su alcance y
de su extensión y que permita su realización inmediata, integrando lo que
en suma se conoce como un título ejecutivo».
5. ESPECIAL REFERENCIA A LA ENTRADA EN EL DOMICILIO
Cuando el usurpador ha transformado el bien usurpado en su domici-
lio, el acuerdo de ejecución subsidiaria no es título bastante para que la
Administración pueda entrar en él.
«El domicilio, se decía en la Ley 6a del Código de Justiniano, está en el
lugar en que uno vive e intencionadamente estableció el conjunto de
sus cosas con ánimo de permanecer allí». Pues bien, el domicilio es in-
violable, no se puede tener acceso a él por la fuerza, y este derecho
fundamental viene consagrado por la Constitución en su artículo
18.2. El conflicto entre la facultad de ejecución forzosa y el respecto
al derecho fundamental de la inviolabilidad del domicilio, como ya
tuvimos ocasión de decir (5), lo resuelve el Tribunal Constitucional
en la sentencia de 17 de febrero de 1984: «La Administración, que a
(5) «La ejecución subsidiaria y la entrada en el domicilio o lugar sujeto a autorización del
titular». Revista Actualidad y Derecho. N° 49. 1989.
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través de sus órganos competentes procede a la ejecución forzosa de
actos administrativos, tiene que respetar los derechos fundamentales
de los sujetos pasivos».
La inviolabilidad del domicilio es independiente de quién sea el titular
dominical del inmueble.
La Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de marzo de 1990 (Art. 3522)
nos dice que:
«...independientemente de quién sea el titular dominical de un in-
mueble, lo que se protege al proclamar el derecho a la inviolabili-
dad de domicilio es el ámbito material en el que la persona, pro-
pietaria o no, desarrolla habitualmente su vida privada de modo
que, salvo extremo de flagrante delito, sólo el consentimiento del
interesado o la autorización judicial permiten la entrada legal en
dicho ámbito».
Y a la hora de determinar el domicilio la misma sentencia añade:
«...se debe tener en cuenta más que el hecho material de la exten-
sión o superficie a la que pueda alcanzar la protección de la invio-
labilidad del domicilio, las circunstancias concretas que permitan
caracterizar el espacio en el que realmente se desarrolla en cada ca-
so la vida privada y familiar».
Esa valoración que hace el TS es la que le lleva a considerar que:
«Ofreciendo el lugar en el que entraron los funcionarios las notas
de ser un terreno que rodea a la casa familiar, perfectamente acota-
do y en el que se encuentran instalaciones privadas de recreo, tales
como pista de tenis o jardín con cenador, debe calificarse como
una prolongación de aquélla, en lo que se refiere a la posibilidad de
las personas de un espacio en el que desarrollar la propia vida pri-
vada sin intromisiones ajenas, que es lo que en definitiva ampara
el artículo 18.2 del texto constitucional».
El domicilio no es sólo la vivienda o edificio cerrado de paredes destina-
da a habitación, sino también los jardines o patios de ese edificio o vi-
vienda, si están acotados o vallados en cuanto prolongación de aquélla.
El Tribunal Constitucional no cuestiona la potestad de ejecución forzo-
sa explícitamente, pero estima que es prevalente el derecho fundamen-
tal de la inviolabilidad del domicilio, tanto de las personas físicas como
de las jurídicas.
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Por todo ello, se necesita el consentimiento de la persona titular o ex-
presa autorización del Juez de Instrucción. El artículo 551 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal entiende que presta su consentimiento «aquel
que, requerido por quien hubiere de efectuar la entrada y el registro
para que lo permita, ejecuta por su parte los actos necesarios que de él
dependan para que puedan tener efecto, sin invocar la inviolabilidad
que reconoce al domicilio el artículo 14 (hoy 18.2) de la Constitución
del Estado».
5.1. La duplicidad de resoluciones judiciales. La S. del TC 22/1984
de 17 de febrero
El problema venía planteado cuando el administrado recurría la reso-
lución administrativa y los Tribunales consideraban ajustada a derecho
la meritada resolución. Se precisaba, no obstante, una segunda actua-
ción judicial. La S. del TC 22/1984 de 17 de febrero, calificada por no-
sotros en su día como polémica, llegaba a afirmar que el artículo 18.2
de la Constitución debía ser interpretado del modo más amplio posible,
es decir, que no sólo no puede la Administración ordenar por sí misma
tales entradas y registros (incluso aun cuando su resolución haya sido
confirmada por un Tribunal contencioso-administrativo) sino que tam-
poco pueden los tribunales ordenarlo así genéricamente, puesto que,
en todo caso, se precisa la intervención de otro juez que dé (por así de-
cirlo) el visto bueno tanto al acto administrativo como a la sentencia.
Y añadía la Sala segunda del Tribunal Constitucional en la meritada
sentencia, como destaca el profesor Manuel Jiménez de Parga («El TC
cambia de domicilio». — «La Vanguardia» del 4 de agosto):
«Si los agentes judiciales encargados de llevar a cabo, por ejem-
plo un desahucio o un embargo, encuentran cerrada la puerta o
el acceso de un domicilio, sólo en virtud de una específica resolu-
ción judicial pueden entrar... Por consiguiente, el hecho de en-
contrarse ejecutando una decisión, judicial o administrativa, le-
galmente adoptada, no permite la entrada y el registro en un do-
micilio particular. Sin consentimiento del titular o resolución ju-
dicial, el acto es ilícito y constituye violación del derecho...»
Esta resolución judicial corresponde a los Jueces de Instrucción, con-
forme dispone el artículo 87.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial:
«Corresponde también a los Juzgados de instrucción la autoriza-
ción, en resolución motivada, para la entrada en los domicilios y
en los restantes edificios o lugares de acceso dependientes del
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consentimiento de su titular, cuando ello proceda para la ejecu-
ción forzosa de los actos de la Administración».
5.2. Abandono de esta doctrina S. del TC 160/1991 de 18 de julio
Esta doctrina que ya fue criticada, muy especialmente por el profesor
Alejandro Nieto, ha sido abandonada por el propio Tribunal Constitu-
cional en la importante sentencia ya mencionada 160/1991, en los si-
guientes términos:
«...debemos apartarnos en los términos previstos en el art. 13
LOTC (6), de la doctrina sentada en la sentencia 22/1984, en lo que
constituía su ratio decidendi, acerca de la exigencia de una duplici-
dad de resoluciones judiciales. Corresponde al Juez, según lo seña-
lado y de acuerdo con el artículo 18.2 CE, llevar a cabo la pondera-
ción preventiva de los intereses en juego como garantía del derecho
a la inviolabilidad del domicilio. Y una vez realizada tal pondera-
ción se ha cumplido el mandato constitucional. La introducción de
una segunda resolución por un Juez distinto no tiene sentido en
nuestro ordenamiento, una vez producida, en el caso que se trata,
una sentencia firme en la que se declara la conformidad a Derecho
de una resolución expropiatoria que lleva anejo el correspondiente
desalojo. Pues no cabe, una vez firme la resolución judicial, que
otro órgano jurisdiccional entre de nuevo a revisar lo acordado y a
reexaminar la ponderación judicial efectuada por otras instancias,
que pudieran ser incluso de órdenes jurisdiccionales distintos, o de
superior rango en la jerarquía jurisdiccional, pues ello iría en con-
tra de los más elementales principios de seguridad jurídica. Y si no
es posible una intervención judicial revisora, tampoco resulta ad-
misible una segunda resolución judicial que no efectuara esa revi-
sión pues se convertiría en una actuación meramente automática o
mecánica, confirmadora de la decisión judicial a ejecutar, lo que
no constituye garantía jurisdiccional alguna ni responde a lo dis-
puesto en el art. 18.2 CE.».
Esta sentencia calificada por insólita, en el sentido de infrecuente o
extraordinaria, por el profesor Manuel Jiménez de Praga, ya mencio-
nado, supone un cambio en la jurisprudencia valorado de oportuno y
(6) Ley Orgánica del Tribunal Constitucional de 3 de Octubre de 1979.
«Art. 13. Cuando una Sala considera necesario apartarse en cualquier punto de la doctrina
constitucional precedente sentada por el Tribunal, la cuestión se someterá a la decisión del
Pleno».
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conveniente por el mentado profesor. «Proclamando a los cuatro vien-
tos sus errores (que, ciertamente, son pocos), añade, el intérprete su-
premo de la Constitución refuerza y consolida su gran autoridad».
La conclusión la formula el propio TC en la sentencia diciendo que
«una vez recaída una resolución judicial que adquiera firmeza y que dé
lugar, por su naturaleza y contenido, a una entrada domiciliaria, tal reso-
lución será título bastante para su entrada, y se habría cumplido la ga-
rantía del artículo 18 CE.
Ahora bien, eso será así cuando de la resolución judicial se dé la identi-
dad absoluta entre el acto de ejecución material y su título habilitante
que no necesite, ni permita siquiera, que se intercale ninguna actua-
ción intermedia de individualización y que, por ello, haga innecesaria
una nueva intervención judicial.El TC ha venido a darle la razón al ca-
tedrático Alejandro Nieto. El prestigioso profesor mantenía (7) que
«cabe una interpretación más flexible del artículo 18 de la Constitución
y si el acto ha sido impugnado ante los tribunales contencioso-adminis-
trativos, y éstos lo han confirmado, ya tenemos la «resolución judicial»
que ciertamente exige dicho artículo»...
Una vez dictada la resolución administrativa de ejecución subsidiaria,
si no han intervenido los órganos jurisdiccionales y si ésta precisa de la
entrada en un domicilio, el Secretario del Ayuntamiento, o persona en
quien delegue, con el personal encargado de la ejecución se personarán
en el lugar de actuación impetrando el consentimiento del titular para
la entrada y ejecución material del acto. Si el interesado no da su con-
sentimiento levantará acta de esta actuación, uniéndola al correspon-
diente expediente el cual se ha de tramitar al Juzgado de Instrucción
solicitando la autorización a que hace referencia al artículo 87.2 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial.
5.3. Reinterpretación del Artículo 87.2 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial 6/1985 de 1 de julio
La Sentencia del Tribunal Constitucional de 17 de febrero de 1984, exi-
gía una duplicidad de resoluciones judiciales, sin precisar a qué Juez,
civil o penal, correspondía la segunda actuación, creando la natural in-
certidumbre y apareciendo la doctrina dividida al respecto.
(7) NIETO GARCÍA, ALEJANDRO: «Las autorizaciones judiciales para la ejecución de
los actos y acuerdos municipales que afecten a los derechos fundamentales». Ponencia a




El precepto 87.2 de la LOPJ, transcrito en el apartado 5.1. de este
trabajo, en una respuesta legal a la meritada sentencia, cubre el va-
cío que suponía no haber determinado a qué Juez correspondía la
competencia y hace recaer en los Juzgados de Instrucción la autori-
zación para la entrada en los domicilios, con el cese de la incerti-
dumbre existente.
El abandono por el propio Tribunal Constitucional de la doctrina de
duplicidad de resoluciones judiciales hace necesaria una reinterpre-
tación del artículo que comentamos. Parece obvio que cuando el ti-
tular del domicilio afectado por una actuación administrativa no in-
terponga recurso, al no intervenir ningún órgano jurisdiccional, si
deniega la entrada en el domicilio, el art. 87.2 adquiere plena opera-
tividad y la Administración ha de impetrar la autorización del Juez
de Instrucción.
Los Jueces de Instrucción deberán resolver motivadamente, regulándo-
se en los artículos 545 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal, tal como dice la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de diciem-
bre de 1990 (Ar. 1495), los requisitos y trámites que deben cumplirse
para otorgar dicha autorización.
Sin embargo, si existe una sentencia firme que declare la conformidad
a derecho de un acto administrativo,—orden de ejecución, expropia-
ción, desahucio, etc.— el artículo 87.2 es inaplicable y en este último
aspecto deviene inconstitucional.
Por tanto, podemos concluir diciendo que corresponde también a los
Juzgados de Instrucción la autorización, en resolución motivada, para
la entrada en los domicilios, pero solamente cuando no exista una reso-
lución judicial firme que declare ajustado a derecho el acto administra-
tivo habilitante de la ejecución material.
6. EFECTOS DE LA RECUPERACIÓN DE OFICIO DEL BIEN
USURPADO
El primer y principal es el cese de la usurpación o perturbación sobre
el bien, recuperando la Corporación Local la posesión administrativa.
Ahora bien, el acuerdo resolutorio no implica definición de la propie-
dad, por lo que queda al particular la vía de la jurisdicción ordinaria; o
la de la jurisdicción contencioso-administrativa si versa la disconformi-
dad sobre el ejercicio de la prerrogativa de la recuperación estricta-
mente posesoria.
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Si en los bienes recuperados se observan daños causados por el parti-
cular, a lo que el interdictum propñum no autoriza es a que la Corpora-
ción municipal se resarza unilateralmente por sí misma, sin previo pro-
nunciamiento de los Tribunales.
En esta línea, entre otras, la sentencia de 10 de junio de 1985.
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